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OPINIÓN

Desalinización

multipropósito para la
resiliencia hídrica
Antonia Bordas

Geógrafa y Asesora Consejo de Políticas de
Infraestructura (CPI)

La crisis hídrica que atraviesa Chile ha dejado de
ser una contingencia climática para transformarse
en un desafío estructural de seguridad nacional. Ante
este escenario, la desalinización ha emergido no
solo como una solución técnica, sino como un pilar
estratégico de nuestra matriz productiva y social.

Sin embargo, para que esta tecnología alcance su
máximo potencial, deberíamos transitar desde una
visión de proyectos aislados hacia una infraestructura
integrada con otras fuentes y soluciones de gestión
eficientes para los recursos hídricos, generando una
ruta estratégica, crítica y multipropósito.

El éxito de las políticas públicas de largo plazo reside
en el diálogo que el Estado sea capaz de liderar. En
la desalación, esta premisa adquiere relevancia: la
infraestructura hídrica es, ante todo, una responsa-
bilidad del Estado. Solo el sector público posee la
escala y la temporalidad necesarias para visualizar
el territorio de manera integral, asegurando que el
desarrollo de estas plantas no responda a intereses
fragmentados, sino a una planificación nacional
coherente.

Chile cuenta con una industria de desalación robus-
ta, con 24 plantas operativas distribuidas en siete
regiones y una cartera de proyectos que -según
datos de ACADES- promete duplicar la capacidad
actual en la próxima década. No obstante, el desafío
no es solo construir más, sino construir mejor.

El concepto de infraestructura multipropósito es
la clave para la sostenibilidad del modelo. No es
eficiente, técnica ni ambientalmente, que cada pro-
yecto industrial o minero construya su propia planta
y acueducto. El futuro exige una infraestructura
compartida, donde una planta pueda abastecer a la
minería, a la industria, al consumo humano y, even-
tualmente, al riego agrícola a través de modelos de
intercambio de agua con otras fuentes. Una planta
multipropósito no solo optimiza costos operativos
y de inversión, sino que reduce la huella ambiental
al evitar la proliferación de ductos e instalaciones
redundantes en las zonas costeras.

Para este fin, la articulación público-privada y la
planificación territorial son indispensables. El Estado
debe actuar proactivamente en la reserva de espacios
y fajas costeras destinadas a estas infraestructuras.
La escasez de suelo apto en el litoral y la complejidad
de las concesiones marítimas obligan a tener una
visión de "derecho de vía" y reservas estratégicas
para el despliegue de plantas de gran escala que
beneficien a múltiples usuarios.

EDITORIAL

Entre la bencina y la diplomacia: la partitura de Kast

Alza de combustibles y decisiones en política exterior marcan el inicio de una

estrategia que prioriza el control del relato, pero que pronto deberá medirse con
los efectos concretos en el bolsillo de las familias.

El gobierno de José Antonio Kast no ha lle-
gado a La Moneda a pedir permiso ni a buscar
una luna de miel tradicional. En sus primeras
semanas, la administración ha mostrado un
estilo claro: decisiones firmes, sin matices,
acompañadas de un relato que busca instalar
orden y convicción.
La jornada reciente fue reflejo de ello. Por un

lado, el país enfrentó un alza histórica en los
combustibles, que en la Región de Coquimbo
impacta directamente en el transporte, la agricul-
tura y el costo de la vida. Pero, lejos de moderar
el mensaje, el Ejecutivo optó por una narrativa
de responsabilidad, apuntando a factores ex-
ternos y a la situación heredada. La señal es
clara: asumir costos hoy para evitar problemas
mayores mañana.
Sin embargo, mientras ese impacto comenzaba

a sentirse en los hogares, el Gobierno instaló otro
tema en la agenda: el retiro del apoyo a Michelle
Bachelet para la Secretaría General de la ONU.
Una decisión que, más allá de lo diplomático,

tiene un fuerte componente político interno.
Con ello, La Moneda logra reposicionar el debate

hacia un terreno ideológico, donde su base se
alinea con mayor facilidad. Es una jugada que
permite equilibrar el costo económico con un
gesto de identidad política, en momentos en
que la presión social comienza a crecer.

Pero la pregunta de fondo sigue abierta: ¿ cuánto
tiempo puede sostenerse este equilibrio? La
estrategia comunicacional puede ordenar el
debate público, pero no reemplaza los efectos
reales que comienzan a sentirse en el día a día.
En regiones como Coquimbo, donde el alza

de los combustibles repercute rápidamente en
alimentos, transporte y servicios, la evaluación
será concreta. Más allá del relato, la ciudadanía
espera respuestas que alivien el impacto.
El Gobierno ha demostrado claridad en su dis-

curso. Ahora deberá demostrar que esa misma
firmeza se traduce en soluciones efectivas para
un país que enfrenta un escenario económico
cada vez más exigente.

CARTA

Plazos

políticos
Juan Castañeda

Investigador, Universidad

Autónoma

En relación con la meta del go-
bierno sobre seguridad, que ha
fijado un plazo de seis meses para
que sus medidas comiencen a
mostrar resultados tangibles, es
pertinente plantear una reflexión
desde la academia y la criminología.
Si bien es valorable el desplie-

gue de operativos conjuntos entre
Carabineros y la PDI, así como el
refuerzo de controles en fronte-
ras y carreteras, la experiencia
internacional nos sugiere cautela.
En criminología, consolidar una
tendencia a la baja en las manifes-
taciones delictivas requiere de un
diseño institucional que trascienda
los marcos normativos. Hablamos
de acciones estructurales en el
control de cárceles y fronteras,
factores que no suelen ceder ante
soluciones de corto aliento.

El crimen organizado no es un
actor estático; su capacidad de
planificación y adaptación le permite
generar maniobras que complejizan
cualquier efecto inmediato. Por ello,
proyectar una reducción sustantiva

de la violencia en solo un semestre
resulta, técnicamente, complejo.
Para que estas medidas "se noten",
no solo basta la voluntad política,
sino un respaldo robusto en recursos
técnicos, financieros y, fundamen-
talmente, humanos. Actualmente,
el personal de nuestras policías y
Gendarmería enfrenta una carga
laboral crítica frente al aumento
de la criminalidad.

La meta planteada es muy in-
teresante, pero debe matizarse.
Sin un fortalecimiento real del
recurso humano y una estrategia
que considere la resiliencia del
delito organizado, los plazos gu-
bernamentales corren el riesgo de
chocar con la realidad técnica de
la seguridad pública.
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